Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 12 y 6 minutos) 


- En nombre de la Comisión de Salud Pública del Senado, damos la bienvenida a los representantes de la Federación Uruguaya de 
la Salud, quienes concurren a efectos de analizar el Fondo de Repago de Salarios Atrasados. 


SEÑOR ZURDO.- En primer lugar, quisiera agradecer a la Comisión por habernos recibido en esta época del año para atender, una 
vez más, los planteos de los trabajadores. Como quedó expuesto en la reunión anterior, desde hace tres o cuatro meses venimos 
planteando una solución al tema del endeudamiento laboral del sector. En la noche de ayer se nos presentó un documento de 
carácter político, firmado por los Ministros Alfie y Bonilla, que marca los lineamientos generales sobre cómo se instrumentaría este 
Fondo de Repago. Nosotros lo valoramos como un avance importante en las negociaciones, pero hay algunos elementos que nos 
preocupan y entendemos que algunos puntos no están claros. 


En primer lugar, marcamos como objetivo que este Fondo debería destinarse exclusivamente a salarios, pero en este documento 
se marca que el financiamiento inicial a las instituciones que no tengan deuda laboral, no va a tener ese destino. Ese es el primer 
punto de preocupación. 


En segundo término, están las condiciones que marcaría el Ministerio de Salud Pública para acceder a dicho Fondo. Ellas no están 
especificadas en el documento y no quedan muy claras, de acuerdo con lo que hablamos verbalmente en el día de ayer. 


En tercer lugar, aquellas instituciones que ingresen a este mecanismo no podrán generar nuevo endeudamiento salarial, lo que nos 
parece una buena medida, pero no se marcan plazos ni cómo se va a lograr ese equilibrio. Pensamos que se debe definir, con 
claridad, que ese equilibrio no se puede lograr a través de reducciones de la masa salarial, sino que debe surgir del mejoramiento 
de la gestión y, fundamentalmente, de los cambios estructurales que precisa el sector. 


En cuarto término, también se apunta a eso porque se toma el acuerdo que logró la Federación en abril de 2001 como un elemento 
a trabajar en una Comisión que se crearía en el ámbito del Ministerio de Salud Pública. Nosotros pensamos que ahí radican las 
verdaderas soluciones para el sector. Valoramos como positivo y como un avance importante este documento, pero si en un 
período relativamente breve no se introducen cambios -tres o cuatro medidas puntuales- para revertir la situación que existe, 
entendemos que en pocos meses más el sector caerá en un nuevo endeudamiento. 


Como último elemento, no está muy clara la forma de distribución de ese Fondo. Si bien marca la proporcionalidad con la cual se 
van a distribuir los fondos, que serán en base a los aportes que realiza el personal médico y no médico al Banco de Previsión 
Social -lo que nos parece justo- no se hace con claridad la distribución del porcentaje que le corresponde a cada sector. 


El punto que no nos queda claro es el que habla de una prorrata de créditos laborales. Desde el principio hemos planteado que se 
debe distribuir por partidas fijas entre el sector no médico; es decir, la Federación Uruguaya de la Salud plantea que el porcentaje 
que corresponde al sector no médico se distribuya por partidas fijas para cada uno de los trabajadores. 


Este es, básicamente, el resumen que hacemos de este documento político. Sabemos que antes de fin de año se va a aprobar el 
decreto y pensamos que en este corto tiempo se podrían introducir algunos cambios en este documento, para que el decreto 
contemple definitivamente el planteo que estamos haciendo. 


SEÑOR BAZ.- Quería subrayar un aspecto que planteó el compañero, y es el hecho de que en estos días el Poder Ejecutivo tuvo 
que producir una formulación más precisa. Nos parece que el tema de los cambios de fondo se vuelve a poner sobre la mesa, y de 
no avanzar rápidamente en él, seguramente va a proyectarse una mayor incidencia del endeudamiento que hoy soportan las 
instituciones. Como hasta el día de hoy la masa salarial de técnicos y no técnicos es la que ha sido afectada en esta situación 
deficitaria, es inevitable que de no procesarse algunas otras medidas, este fondo va a quedar absolutamente descolgado de la 
realidad para el cual fue creado, que es resolver uno de los problemas que tiene el endeudamiento del sistema. 


Nos parece que esta es una buena oportunidad para que todos los actores políticos y sociales puedan incidir con el fin de que se 
reglamenten estos elementos, confusos aún que el compañero ha planteado, en el documento y para que también se inste al Poder 
Ejecutivo a ingresar en estos cambios más de fondo. Todos sabemos que se han disparado indicadores de las instituciones que 
eran inesperados -quizá alguno de ellos podía ser esperado- al punto de que el tema de los medicamentos al día de hoy tiene un 
peso descomunal dentro de los egresos institucionales. Este rubro pasó a ser, como en otras épocas, un actor principal de esa 
situación, así como otros elementos. Creemos que el Poder Ejecutivo, con este aumento de cuota que le da a las instituciones, 
queda en condiciones de poder empezar a exigir cierta operativa en el sentido de los cambios. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- En primer lugar, quería expresar nuestro beneplácito por la visita que hoy nos hace la Federación 
Uruguaya de la Salud en medio de un conflicto que lo hemos seguido muy de cerca y que la Comisión de Salud Pública del Senado 
ve con enorme preocupación, de manera que todos sus miembros manifestamos nuestro apoyo en la búsqueda de una solución. 


En la noche de ayer el señor Ministro de Salud Pública me transmitió el alcance del documento que firmó junto con el señor 
Ministro de Economía y Finanzas lo que, indudablemente, fue corroborado en la entrevista televisiva que se le hiciera al dirigente 
Bermúdez. Me gustaría destacar que este es un paso importante, sin perjuicio de las observaciones que naturalmente la dirigencia 
sindical está formulando en la mañana de hoy. 


En definitiva, querría saber qué respuesta ha dado el Ministerio de Salud Pública a los planteos que ustedes han realizado, al 
menos sobre esos cuatro puntos que desarrollaron como objeciones o preocupaciones que les merece el documento y que estarían 
esperanzados en que fueran recogidos en el decreto del Poder Ejecutivo. 


SEÑORA MILLAN.- En el día de ayer el doctor Risi nos entregó el documento y, como bien plantearon los compañeros, la 
Federación lo valora como un avance. Nos queda muy claro que esta es una primera etapa cumplida y que todavía queda mucho 
para ajustar en cuanto a lo que falta en ese documento político, que nosotros aspiramos a que esté incluido. Fundamentalmente, 
vemos la necesidad de que, al menos en el marco del Ministerio de Salud Pública, exista una Comisión en la que participe la 
Federación Uruguaya de la Salud, porque el tema del fideicomiso es algo nuevo y nuestra aspiración habría sido que se concretara 
un solo fideicomiso. Sin embargo, ahora tendremos uno por empresa, razón por la cual, insisto, para nosotros es de vital 
importancia que la Federación tenga una participación real. 


No es un hecho nuevo que algunas instituciones no han llevado adelante algunos mandatos del propio Poder Ejecutivo, como así 
tampoco ciertos acuerdos celebrados con los gremios. En tal sentido, ayer manifestamos al doctor Risi que esta es una primera 
etapa de un parche que se nos hace extremadamente necesario ante la situación de emergencia social que hemos denunciado, no 
sólo en esta Comisión sino también por la prensa. De todos modos, la intervención del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en 
esa Comisión se hace imprescindible a los efectos de que los contratos de fideicomiso salgan a través de convenios colectivos en 
los que los trabajadores, de alguna manera, podamos incidir claramente en el destino de ese Fondo y en su forma de distribución. 


Por lo tanto, queremos dejar en claro, en esta Comisión, que si bien esto es un avance, una primera etapa cumplida, consideramos 
que tenemos unos meses por delante que no van a ser sencillos, porque la pelea con las empresas en lo que tiene que ver con la 
distribución y la forma de pago no va a ser algo de "raspar y comer", como dice un amigo mío, ya que conocemos los patrones que 
tenemos enfrente. Más allá de esto, repito, es una buena cosa, sobre todo en estas fechas, pues para el conjunto de los 
trabajadores de la Salud representa un primer elemento de tranquilidad, aunque nos va a insumir mucho tiempo más. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero felicitar a la Federación Uruguaya de la Salud por esta concreción, pues hace mucho tiempo que la 
habían planteado públicamente y hoy va tomando forma. Ella permite destrabar -o, como bien dijo la señora Millán, empezar a 
destrabar- una primera etapa que, si bien no va a ser muy impactante, empieza a resolverse. 


En ese sentido, quisiera saber dos cosas: en primer lugar, si el Ministerio de Salud Pública va a ejercer el papel de contralor sobre 
los fideicomisos y en qué forma y, en segundo término, cuánto se estima que sería la recaudación -llamémosla mensual- en esta 
primera etapa para el sector de funcionarios no técnicos. Asimismo me interesa saber, en caso de que se conozca esa cifra, qué 
porcentaje de la deuda salarial global se podría estar amortizando. 


SEÑOR ZURDO.- No tenemos las cifras exactas. Estamos hablando de que para el Fondo iría un 2,25%, es decir, 
aproximadamente, entre $ 16 y $ 17 por cuota, multiplicados por los afiliados que tengan las instituciones con deuda salarial. 
Recordemos que las instituciones que no tienen deuda salarial utilizan ese monto para la operativa; es decir que no lo destinarán al 
salario. Por lo tanto, no tenemos la cifra exacta de instituciones que tienen deuda ni la de cuántos afiliados tienen esas 
instituciones. En términos generales, podemos decir que el 50% de las instituciones sí mantienen deuda salarial, que 
aproximadamente serían U$S 700.000 y que irá en función de los trabajadores que tenga cada una de ellas. Además, la cantidad 
que reciba cada trabajador de cada institución será distinta, porque estará de acuerdo con la cantidad de afiliados y el promedio 
que le dé a esa institución. Para ser claro, si una institución tiene muchos afiliados individuales y pocos socios por DISSE, 
seguramente recibirá mucho más del Fondo, porque es un 2,25% de los socios individuales, que pagan más cuota que la de 
DISSE, y también variará si tienen más o menos convenios. Por lo tanto, es muy difícil precisar qué monto específico va a recibir 
cada trabajador y cada institución. Después de que sea aprobado el decreto de aumento de cuota -que será entre hoy o mañana- 
podremos tener esa cifra; seguramente la semana que viene ya podremos contar con ella. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera saber si el Ministerio de Salud Pública va a fiscalizar los fideicomisos y de qué forma. 


SEÑOR ZURDO.- Por parte del Poder Ejecutivo quedó claro que no va a participar en las gestiones de fideicomiso, sino que ellas 
estarán a cargo de un administrador privado a quien el Poder Ejecutivo le va a marcar el destino de los Fondos y la condición de 
que se van a liberar en función de que las instituciones cumplan con determinados requisitos. Con ese fin se está planteando la 
creación de una Comisión en el ámbito del Ministerio de Salud Pública, pero aclaro que el Poder Ejecutivo no va a tener 
participación directa en el fideicomiso. 


Con respecto a la pregunta formulada por el señor Senador Correa Freitas, cabe señalar que muchos de los Fondos que 
planteamos inicialmente se pueden resolver a través de la Comisión que se crea en Salud Pública, pero lo que no se puede 
resolver es lo que salga del decreto, que va a ser antes de fin de año. Por ello planteamos que el decreto debería incluir que por lo 
menos parte del rubro que se le da a las instituciones, sea destinado a salario. Digo esto porque algunas de ellas tienen deudas 
médicas con el sector médico y no con los trabajadores, pero sí aplicaron una rebaja salarial. De esa manera lograron el equilibrio, 
endeudándose con los médicos y bajando los salarios de los trabajadores, pero con este Fondo sólo se pagarían las deudas 
médicas generadas, dejando afuera a los trabajadores que voluntariamente acordaron con las empresas una rebaja salarial. 
Pensamos que este es el momento de equilibrar las cosas y por ello sostenemos que el decreto tendría que prever que parte de 
ese monto se destine a salarios, distribuyéndose en la misma proporción que el resto. Ese es el tema central para nosotros hoy. 


Por otro lado, en la Comisión discutiremos con los representantes del Ministerio de Salud Pública a fin de lograr cambios 
estructurales y de fondo en el sector, para que no se vuelva a la situación actual. 


SEÑORA MILLAN.- Si bien todavía no conocemos el decreto de creación del Fondo, en cada una de las entrevistas que hemos 
mantenido con los representantes de los Ministerios de Economía y Finanzas y de Salud Pública, se nos ha manifestado la forma 
en que participará este último. En el decreto se establece que las condiciones para acceder al Fondo las pondrá el Ministerio de 
Salud Pública, lo que le da la posibilidad de vetar el ingreso de una institución si no llega a un acuerdo previo con los trabajadores. 
Eso nos fue manifestado en forma verbal y en el día de ayer se nos aseguró que figuraba en el decreto. Por lo tanto, el referido 
Ministerio tiene una incidencia muy concreta en lo que respecta al acceso de las instituciones al Fondo, sobre todo las endeudadas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Zurdo hizo una estimación -obviamente un poco en el aire, porque no tiene las cifras exactas- y 
yo también estaba haciendo una similar. Según mis cálculos, el Fondo estaría recaudando alrededor de U$S 1:000.000 mensuales, 
pero ustedes manejaron la cifra de U$S 700.000, con lo que estaríamos hablando de algo así como de U$S 9:000.000 al año. Si el 
cálculo es exacto, estaríamos financiando las deudas laborales en aproximadamente cuatro años ya que, según los datos que 
tengo, la deuda salarial global -no discriminada por empresas- sería de alrededor de U$S 40:000.000. 


SEÑORA MILLAN.- Obviamente varía según las empresas, pero efectivamente el endeudamiento laboral global está en el entorno 
de los U$S 40:000.000. Sin embargo, a alguna de las instituciones le podría llevar hasta 70 meses cancelar la deuda. De todas 
maneras, como no hemos podido tener cifras claras, sólo se trata de estimaciones, pero pensamos que a algunas les llevaría un 
año y medio y a otras seis años. 


SEÑORA POU.- En primer lugar, quiero pedir disculpas por haber llegado un poco tarde, aunque ya le había dicho al señor 
Presidente que por ser una reunión extraordinaria debía atender algunas cosas marcadas previamente. 


Quizás lo que voy a preguntar ya ha sido explicado antes, pero quisiera saber si las empresas que no tienen deuda -que según ha 
expresado la señora Senadora Xavier no son muchas- utilizarán estos fondos para el fortalecimiento de la propia institución, a su 
criterio. 


SEÑOR BAZ.- El documento marca algunas condicionantes que el Ministerio va a exigir, pero efectivamente está librado a la 
operativa de las instituciones y, como dice el texto, es para fortalecimiento de las instituciones. 


SEÑORA MILLAN.- La única condicionante que nosotros vemos como positiva -porque no se accede a este Fondo de por vida- es 
que en uno de los puntos del documento se establece que van a acceder en las líneas iniciales a este primer aumento de cuota, y 
si no se destina a salarios o no se llega a un acuerdo con los trabajadores, no se les otorgaría el ajuste de la cuota para el Fondo. 
Es un elemento que se establece en el documento político y estaría ahí para volver a discutir, por lo menos, en el próximo aumento 
de cuota. 


SEÑORA POU.- En caso de que alguna institución no tenga deudas, ¿puede optar por no subir la cuota? Sé que el ingreso al 
Fondo es voluntario, pero no tengo claro si también lo es el aumento de la cuota. 


SEÑORA MILLAN.- El ingreso es voluntario; por lo tanto, las instituciones que no tienen deuda laboral pueden optar por no hacerlo. 
El tema es que en general las instituciones que no tienen deudas laborales, tienen fuertes deudas comerciales y financieras, y este 
aumento no es despreciable. Pero, obviamente, como el fideicomiso es voluntario, pueden optar por no ingresar. 


SEÑORA XAVIER.- Creo que la consulta de la señora Senadora se refería especificamente al aumento del monto de la cuota, que 
es general y no optativo. 


SEÑOR OMODEY.- Existe un aspecto político importante en lo que tiene que ver con este segmento de empresas, en las que - 
dicho entre comillas- "no habría deuda con los trabajadores, sean médicos o no médicos". 


Ante todo, me gustaría aclarar que en este documento que se nos entregó anoche con las firmas de los Ministros Alfie y Bonilla, las 
cuatro condiciones que en su momento la Federación Uruguaya de la Salud había planteado, no están materializadas como 
quisiéramos. 


En cuanto al tema de las deudas laborales, quisiera hacer una reflexión en términos conceptuales. 


El señor Zurdo planteaba el hecho de que un sector como la salud privada no percibe aumentos salariales desde enero de 2001, si 
bien ha habido aumentos de cuota. Se trata de un sector regulado, con una paramétrica establecida, pero desde enero de 2001 el 
factor "aumento de salarios" desaparece de esa paramétrica. Además, está el tema de las rebajas salariales, que obligó a muchos 
sindicatos -por ejemplo, el nuestro- a asumir los costos políticos que en algún aspecto pudo tener. A veces hay resistencia a 
escuchar la frase "aumento salarial" en tiempos de ajuste y racionalización de las cuentas, pero estos son aspectos que deben 
tenerse en cuenta. No nos gusta dar nombres y apellidos de las empresas, ni mencionar si están por cerrar o si tienen o no deudas, 
pero podemos decir que en algunas de las instituciones que aparecen como no teniendo deudas, se pagan salarios que, 
comparativamente con el resto del sector, están sumergidos; son empresas donde se paga el laudo o muy poco más. 


Entonces, en razón de ese tránsito hacia cambios estructurales e, incluso, por la oportunidad que tienen las empresas que "no 
mantienen deudas" -dicho esto entre comillas, pues se trata de un elemento discutible que amerita bibliotecas diversas- 
entendemos que la situación es propicia en la medida en que hay una inyección de dinero nada despreciable. Insisto en que han 
transcurrido tres años sin aumento salarial y que en innumerables instituciones ha habido rebajas, acordadas y concretadas en 
convenios colectivos ratificados en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Por tanto, si en razón del gasto que hemos hecho - 
hay que tener en cuenta que arrancamos el 16 de setiembre con este tema- algunos nos quedamos, digamos, sin ninguna parte de 
la torta, sin duda que la síntesis no es la deseable. 


SEÑOR ZURDO.- Aclaro que venimos discutiendo este tema con el Poder Ejecutivo, y quiero marcar en la Comisión el argumento 
de este planteo. 


Si este fuese un aumento normal de cuota, debería establecerse la paramétrica que no se marca desde hace tres años; pero el 
mayor argumento que nos lleva a plantear hoy este asunto es que no se trata de un aumento normal de cuota, porque en él se 
involucra el Estado poniendo dineros públicos para la creación de este Fondo, así como para las instituciones que mantienen 
deudas salariales y para aquellas que no las tienen. Se va a fijar el 2,25% de aumento de cuota, en donde el Estado pondrá el 
1,5% por cada afiliado al sistema. Por lo tanto, perfectamente puede dirigir adónde va el aporte que hace el Estado, que no se trata 
de imponer, sino de sugerir dirigir que parte de ese aporte que realiza el Estado, se destine al salario de los trabajadores que, en el 
mejor de los casos, desde hace tres años no recibimos aumento o, en muchos otros, han sufrido rebajas salariales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si bien hice una lectura muy rápida del documento marco, me pareció no encontrar ningún criterio en lo 
que tiene que ver con deudas de acuerdo con el monto salarial de los trabajadores. Sabemos que dentro de las áreas 
administrativas hay salarios muy importantes que, seguramente, también incluyen deudas, por lo que quisiera tener una respuesta 
en ese sentido. 


En segundo lugar, debo indicar que tampoco encontré ningún criterio para los profesionales. Sabemos que hay una amplia gama 
de relaciones laborales: algunos son cooperativistas y otros son dueños de las instituciones. ¿En qué está eso? 


SEÑORA MILLAN.- Uno de los puntos del documento habla de la distribución de los montos y se establece que ello se hará -de 
acuerdo con la distribución porcentual de la masa salarial ante el Banco de Previsión Social- entre los sectores técnicos y no 
técnicos. Esto quiere decir que se va a cobrar en función de la presentación de la planilla del Banco de Previsión Social. La relación 
que hay en el sector es, más o menos, de 60 a 40, es decir, 60% de la masa salarial de funcionarios no técnicos y 40% de técnicos. 
Con esto espero contestar una de las interrogantes del señor Presidente de la Comisión. 


Con referencia al tope -que era un planteo que realizamos- debo decir que tampoco logramos establecerlo en este documento. Sí 
se incluye una forma de prorrateo, en la última parte del documento, en función de sueldos-laudo; es decir que van a terminar de 
cobrar antes su deuda los sueldos más bajos. Ello es un poco complejo y para nosotros no está demasiado claro, pero es una 
forma de distribución. De todas maneras, como dijo al comienzo nuestro compañero, el señor Zurdo, nosotros requeriríamos que se 
nos aclarara más este punto. No es menor que este asunto contenga esos dos elementos. 


SEÑOR ZURDO.- Con respecto a la pregunta efectuada por el señor Presidente, consideramos que con estos criterios que se 
utilizan, en realidad, lo que se hace es legitimar aquellos abusos que se dieron en el sector. Al respecto, cabe recordar que a 
algunas personas se les debe $ 700.000 u $ 800.000, y a otras, $ 2:000.000. En definitiva, lo que hace el Gobierno con esto, 
reitero, es legitimar la validez de esa deuda involucrándola en el Fondo. Por ello era esencial nuestro planteo en cuanto a que 
debía existir un tope, lo que no significa que sea una quita de la deuda sino que, simplemente, el Estado establece que de este 
Fondo se va a pagar hasta determinado monto; después se arregla la empresa con el resto. 


Por eso nos parece que este planteo no fue bien entendido por el Poder Ejecutivo puesto que tuvo temor de los juicios posteriores. 
Al respecto, dijimos que, en realidad, esto no ameritaba un juicio porque, en definitiva, lo que hace el Estado es crear un 
fideicomiso y de ese Fondo se va a pagar determinado monto de la deuda, pero no inhabilita a que el resto de la deuda la acuerde 
la empresa con el trabajador. Reitero que a nuestro criterio ello no habilitaba el inicio de un juicio. 


Con respecto al tema de la distribución, queda claro -y así lo establece- que se trata de los trabajadores dependientes, lo que no 
involucra a los cooperativistas y a aquellos empresarios médicos que facturan a las instituciones. 


SEÑORA POU.- Quisiera plantear una interrogante respecto a los topes a los que hacía referencia el señor Zurdo. Si se hubiera 
puesto un tope, ¿esto hubiera significado que al resto de los trabajadores se les acortara el tiempo? ¿Hubiera significado una mejor 
y más rápida distribución? De ser así, ¿tienen evaluados los porcentajes que quedarían fuera del tope? 


SEÑOR ZURDO.- Nosotros habíamos planteado un mecanismo por el cual se podía tomar el salario promedio de la institución 
multiplicándolo por los meses de endeudamiento de los trabajadores de esa institución, y ese sería el tope. Como al Poder 
Ejecutivo le pareció muy complejo ese mecanismo, planteamos una cifra fija de $ 100.000, la que mayoritariamente respeta los 
laudos, marca un porcentaje por encima de ellos, pero no garantiza los cobros de deudas millonarias que tiene el sector. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay más aportes para brindar, agradecemos vuestra visita y la información proporcionada. 
(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


(Es la hora 12 y 43 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


